
Auto 382/10

CORTE CONSTITUCIONAL-Seguimiento sentencia T-025/04 y auto 
A004/09

JUEZ DE TUTELA-Debe expedir orden de protección y establecer los 
demás efectos del fallo para el caso concreto/JUEZ-Competente hasta 
que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas las causas 
de la amenaza

DESPLAZAMIENTO FORZADO-No avance en implementación de 
enfoque diferencial para protección y garantía de derechos de grupos 
étnicos según auto A218/06/CORTE CONSTITUCIONAL-Dimensión 
de gravedad por violación de derechos colectivos a integridad cultural y 
territorial de comunidades indígenas y afrodescendientes según auto 
A218/06

CORTE CONSTITUCIONAL-Medidas de protección a derechos 
fundamentales de personas e indígenas desplazados en el marco del 
estado de cosas inconstitucional en sentencia T-025/04 y auto A004/09

DESPLAZAMIENTO FORZADO-Ausencia de atención diferencial a 
grupos indígenas

DESPLAZAMIENTO FORZADO Y CONFINAMIENTO-
Implementación de enfoque diferencial para protección y garantía de 
derechos de grupos étnicos

DESPLAZAMIENTO FORZADO-Programa de garantía de derechos 
de pueblos indígenas afectados/DESPLAZAMIENTO FORZADO-
Programa de salvaguarda de pueblos indígenas afectados

DESPLAZAMIENTO FORZADO-Elementos mínimos de los planes 
de salvaguarda étnica

DESPLAZAMIENTO FORZADO INDIGENA-Elementos de 
racionalidad de una política pública de atención diferencial

DESPLAZAMIENTO FORZADO Y CONFINAMIENTO-Crisis 
humanitaria, alimentaria y de salubridad del pueblo indígena Hitnu o 
Macaguán en el departamento del Arauca

ESTADO DE COSAS INCONSTITUCIONAL EN COMUNIDADES 
INDIGENAS Y CAMPESINAS DESPLAZADAS O CONFINADAS-
Abandono institucional y persistencia de la situación de riesgo
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ESTADO DE COSAS INCONSTITUCIONAL EN LA POBLACION 
DESPLAZADA-Sistemático proceso de reducción de la población 
indígena y campesina por desaparición de una generación

COMUNIDAD INDIGENA HITNU-Riesgo de exterminio grave e 
inminente por conflicto armado y falta de atención del estado colombiano

ESTADO COLOMBIANO-Deber de proteger a pueblos indígenas 
afectados por el conflicto armado y víctimas del desplazamiento forzado

PRINCIPIO DE CONCURRENCIA EN MATERIA DE 
DESPLAZAMIENTO FORZADO-Garantía de atención integral y 
permanente a Pueblo indígena Hitnu o Macaguán en materia de salud, 
alimentación y nutrición

CORTE CONSTITUCIONAL-Prestación de asesoría, asistencia 
técnica y apoyo financiero para formulación de proyecto etnoeducativo 
de pueblos indígenas desplazados

CORTE CONSTITUCIONAL-Incluir y aplicar de manera prioritaria e 
inmediata programa de garantía de derechos de pueblos indígenas 
afectados por desplazamiento

CORTE CONSTITUCIONAL-Incluir y aplicar de manera prioritaria e 
inmediata programa de salvaguarda étnico de pueblos indígenas 
afectados por desplazamiento

Referencia: Seguimiento Sentencia T-025 
de 2004 y Auto 004 de 2009

Medidas de protección especial para las 
comunidades indígenas Hitnu, en 
situación de confinamiento y 
desplazamiento del Departamento de 
Arauca (Comunidades Indígenas de Caño 
Claro - La Esperanza - Iguanitos -
Perreros - Asentada en Betoyes -
Municipio de Tame y otros) en el marco 
de las órdenes dadas en la sentencia T-
025 de 2004 y el auto de seguimiento 
004 de 2009.

Bogotá D.C., diez (10) de diciembre de dos mil diez (2010).

La Sala Especial de Seguimiento a la Sentencia T-025 de 2009 y sus autos 
complementarios integrada por los Magistrados Juan Carlos Henao Pérez, 
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Nilson Pinilla Pinilla y Luis Ernesto Vargas Silva, en ejercicio de sus 
competencias constitucionales y legales, y

CONSIDERANDO

I. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DE LA PRESENTE 
DECISION

1. Que de conformidad con el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, “el 
juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso concreto y mantendrá 
la competencia hasta que esté completamente restablecido el derecho o 
eliminadas las causas de la amenaza.”1 En desarrollo de esta norma, la Corte 
Constitucional ha proferido, además de la sentencia T-025 de 2004, 
numerosos autos de seguimiento respecto de las medidas adoptadas para la 
superación del estado de cosas inconstitucional, así como para garantizar el 
goce efectivo de los derechos de la población desplazada. 

2. Que dadas las dimensiones y complejidades del proceso de superación del 
estado de cosas inconstitucional en materia de desplazamiento declarado 
mediante sentencia T-025 de 2004, la Sala Plena de esta Corporación asumió 
el seguimiento del cumplimiento de las órdenes impartidas en dicha sentencia 
y en sus autos complementarios, y por razones operativas creó una Sala 
Especial de Seguimiento, la cual mantendrá la competencia para verificar que 
las autoridades adopten las medidas necesarias para asegurar el goce efectivo 
de los derechos fundamentales de las personas desplazadas en el país, hasta la 
superación del estado de cosas inconstitucional declarado por la Corte 
Constitucional.

3. Que de acuerdo con auto 218 de 2006, la Corte constató al hacer 
seguimiento al cumplimiento de las órdenes impartidas en la sentencia T-025 
de 2004, que el gobierno no había avanzado en la implementación de un 
enfoque diferencial para la protección y garantía de derechos de los 
grupos étnicos, ordenado por la sentencia. En esta oportunidad la Corte 
advirtió que el impacto del conflicto armado en comunidades indígenas y 
afrodescendientes es proporcionalmente mayor frente al nivel del 
desplazamiento en general del país, durante el año 2006. También resaltó que 
esta población ha sufrido hostigamientos, asesinatos, reclutamiento forzado, 
combates en sus territorios, desaparición de líderes y autoridades 
tradicionales, bloqueos, órdenes de desalojo, fumigaciones, etc., hechos que 
constituyeron las causas del desplazamiento. En dicho pronunciamiento la 
Corte dimensionó la gravedad de la violación de los derechos 
constitucionales específicos para estas comunidades, refiriéndose 
particularmente a los derechos colectivos a la integridad cultural y al 

                                               
1 Sobre la competencia de la Corte Constitucional para dictar autos que aseguren que el cumplimiento de lo 
ordenado en una sentencia de tutela, siempre que ello sea necesario, ver, entre otros, los autos 010 y 045 de 
2004, MP: Rodrigo Escobar Gil. Ver también la sentencia T-086 de 2003, M. P. Manuel José Cepeda 
Espinosa.
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territorio. Con base en el resultado de este análisis, en el auto 218 de 2006, la 
Corte señaló la necesidad de diseñar e implementar un enfoque diferencial 
específico, que reconociera que el desplazamiento surte efectos distintos 
dependiendo de la edad, el género, el origen étnico, la capacidad física o 
mental.

4. Que tanto en la sentencia T-025 de 2004, como en el auto 004 de 2009, la 
Corte ordenó medidas de protección a los derechos fundamentales de las 
personas y pueblos indígenas víctimas del desplazamiento forzado, en el 
marco del estado de cosas inconstitucional declarado por esta Corporación. En 
esas providencias, la Corte resaltó el carácter de sujetos de especial protección 
constitucional de las personas y los pueblos indígenas, y en virtud de la 
cláusula de igualdad del artículo 13 constitucional, reiteró que los indígenas 
son uno de los grupos poblacionales más frágiles y excluidos dentro de los 
grupos vulnerables, por lo cual son merecedores de protección constitucional 
reforzada en los términos de los artículos 7, 63, 68 y 72 de la Constitución 
Política.

5. Que en el mencionado auto la Corte abordó de manera prioritaria el mayor 
riesgo que se cernía sobre los pueblos indígenas, es decir, del exterminio de 
algunas comunidades, tanto desde el punto de vista cultural en razón al 
desplazamiento y dispersión de sus miembros, como desde el punto de vista 
físico debido a la muerte de sus integrantes, por causas violentas, o por 
situaciones de salubridad, desnutrición o indebida atención en salud. La Sala 
adoptó esta determinación en razón a la enorme gravedad de su situación, sin 
perjuicio de que respecto de las demás etnias y sus integrantes el Gobierno 
Nacional aplique una política que incorpore el enfoque diferencial de 
diversidad étnica y cultural a que tienen derecho los indígenas desplazados, 
confinados o en peligro de desplazamiento. En este sentido se señaló que: 

“El conflicto armado colombiano amenaza con el exterminio cultural o físico a 
numerosos pueblos indígenas del país. En el curso de la última década, el conflicto 
armado, reorientado por actividades relacionadas con el narcotráfico, que se 
desarrolla en Colombia se ha convertido en el principal factor de riesgo para la 
existencia misma de docenas de comunidades y pueblos indígenas a lo largo del 
territorio nacional, a través de complejos elementos que la Corte reseñará en el 
presente Auto. Esta amenaza ha sido la causa principal del desplazamiento de los 
indígenas.

Todos los que han tomado parte en este conflicto armado –principalmente los 
grupos guerrilleros y los grupos paramilitares pero también, en ocasiones, unidades 
y miembros claramente identificados de la Fuerza Pública, así como grupos 
delincuenciales vinculados a distintos aspectos del conflicto interno- participan de 
un complejo patrón bélico que, al haberse introducido por la fuerza de las armas 
dentro de los territorios ancestrales de algunos de los pueblos indígenas que habitan 
el país, se ha transformado en un peligro cierto e inminente para su existencia 
misma, para sus procesos individuales de consolidación étnica y cultural, y para el 
goce efectivo de los derechos fundamentales individuales y colectivos de sus 
miembros. 

El amplísimo cúmulo documental que ha sido aportado a la Corte Constitucional  -
el cual sirve de base para la descripción detallada que se hace en el anexo a esta 
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providencia de la situación de las etnias más afectadas, de la grave afectación de 
sus derechos colectivos fundamentales, de los delitos de los cuales han sido 
víctimas, así como de su relación con el desplazamiento - en el marco del proceso de 
seguimiento a la superación del estado de cosas inconstitucional declarado en la 
sentencia T-025 de 2004, no deja duda alguna sobre la forma cruenta y sistemática 
en la que los pueblos indígenas de Colombia han sido victimizados por un conflicto 
al cual son completamente ajenos y ante el cual se han declarado, de manera 
repetida, autónomos y neutrales, clamando a los grupos armados ilegales que 
respeten sus vidas, su integridad colectiva y sus territorios.

Es una emergencia tan grave como invisible. Este proceso no ha sido reconocido 
aún en sus reales dimensiones, por las autoridades encargadas de preservar y 
proteger a los pueblos indígenas del país. Mientras que numerosos grupos indígenas 
son atacados, desplazados y desintegrados en todo el territorio nacional por los 
actores armados que operan en Colombia y por los distintos factores subyacentes al 
conflicto y vinculados al mismo, el Estado y la sociedad colombianos continúan 
preciándose de su carácter multicultural, de sus riquezas étnicas y de distintos 
aspectos de las culturas indígenas nacionales. Esta contradicción entre la realidad y 
la representación generalizada de dicha realidad ha sorprendido a la Corte 
Constitucional, no sólo por su crueldad inherente, sino por revelar una actitud de 
indiferencia generalizada ante el horror que las comunidades indígenas del país han 
debido soportar en los últimos años – indiferencia que en sí misma es un 
menosprecio de los postulados constitucionales básicos que nos rigen como Estado 
Social de Derecho fundado en el respeto de la diversidad étnica y cultural. La Sala 
Segunda de Revisión, ante la información recibida, se encuentra obligada por la 
Carta Política a actuar con toda la determinación. 

El estado de temor entre las comunidades por el conflicto armado; el dolor causado 
entre individuos, familias y comunidades aborígenes por los diversos crímenes de 
los que han sido víctimas; el miedo a que estas atrocidades se repitan o la situación 
se empeore; y la desesperanza y el escepticismo frente a un Estado que no ha 
reaccionado como lo exige la justicia ante su tragedia, se han perpetuado en la 
memoria individual y colectiva de estos pueblos. El silencio sobre la violencia y la 
situación ha sido la regla general hasta ahora, por miedo, dolor e impotencia; sin 
embargo, las comunidades mismas han resuelto recientemente esforzarse por 
visibilizar y denunciar su situación. 

(…)

Los grupos indígenas colombianos están particularmente indefensos y expuestos al 
conflicto armado y sus consecuencias, particularmente el desplazamiento. Deben 
soportar los peligros inherentes a la confrontación sobre la base de situaciones 
estructurales preexistentes de pobreza extrema y abandono institucional, que operan 
como factores catalizadores de las profundas violaciones de derechos humanos 
individuales y colectivos que ha representado para ellos la penetración del conflicto 
armado en sus territorios. 

(…)

2. Complejidad de los factores propios del conflicto armado o conexos a él que 
operan como causas de la eliminación, el desplazamiento y la desintegración de los 
pueblos indígenas.

No se pueden hacer afirmaciones generales sobre los factores causales que han 
desencadenado la situación actual, porque se trata de un grupo muy complejo de 
elementos que interactúan en forma diversa de acuerdo con cada pueblo y cada 
comunidad. Por eso, la Corte ha asumido una perspectiva específica en relación con 
pueblos y comunidades concretas que, de acuerdo a la información que le ha sido 
provista por numerosas fuentes, son víctimas del conflicto armado en el país. Como 
se verá, no son menos de treinta las etnias que en este momento pueden considerarse 


